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El Almería, a trece de marzo de dos mil diecinueve.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El pasado día 11 de marzo de 2020 la Comisión Permanente del CGPJ
aprobó una instrucción que contempla dos escenarios, uno general y otro para los
territorios en los que se hayan establecido medidas especialmente intensas para limitar la
propagación del coronavirus COVID-19. En el escenario 2, los jueces podrán suspender
actuaciones procesales ya acordadas por razones sanitarias, lo que precisará de previa
autorización del presidente del TSJ o de la Audiencia Nacional y de ratificación posterior
por el Consejo.

Asimismo, se acordó la constitución de una Comisión de Coordinación y
Seguimiento que podrá proponer nuevas medidas a la vista de las recomendaciones
sanitarias y de las incidencias que comuniquen los presidentes de los distintos tribunales.

Entre las recomendaciones generales se incluyen las medidas de conciliación de la
vida personal y laboral, el teletrabajo o la dispensa del uso de la toga para los abogados.

De acuerdo con la instrucción, los objetivos a conseguir es minimizar los contactos
interpersonales que puedan favorecer la transmisión del coronavirus en dependencias
judiciales o con ocasión de la prestación del servicio público judicial y ajustar la prestación
de este servicio a las indicaciones emanadas de las autoridades sanitarias, promoviendo
la coordinación de las distintas instancias con competencias en el ámbito de la
Administración de Justicia; y por otro evitar actuaciones unilaterales y descoordinadas.

SEGUNDO.- En el día de ayer, 12 de marzo de 2020, se celebró una Junta General
de Jueces del Partido Judicial de Almería, por la que se acordó aprobar por unanimidad la
propuesta n° 1 del orden del día de la convocatoria, por la que se acuerda recabar
autorización del Presidente del TSJ de Andalucía la suspensión de todas las actuaciones
judiciales procesales, excepto:

“11. En el orden jurisdiccional social la celebración de juicios declarados urgentes
por la Ley y las medidas cautelares urgentes y preferentes, entendiendo por tales los
procedimientos referentes a la tutela de derechos fundamentales y libertades públicas
(arts. 177 a 184 LRJS)”.

TERCERO.- Por acuerdo gubernativo del Magistrado-Juez Decano del Partido
Judicial de Almería de fecha 12 de marzo de 2020 se acuerda adoptar como medida
restrictiva, en aras de evitar la propagación del virus COVID-19, el acceso del público a la
sede judicial de los órganos unipersonales de Almería, salvo los supuestos excepcionales
que se contemplan en el mismo, el cual se tiene por reproducido y acompaña a esta
resolución judicial.

CUARTO.- El día 11 de marzo de 2020 la OMS ha declarado que el COVID-19 es
una pandemia.

Los números que aporta la OMS en la fecha referida son los siguientes:
Existen mas de 118.000 casos.
114 países están afectados.
4.291 personas han perdido la vida a consecuencia de este coronavirus.
Miles de personas están luchando por sus vidas en los hospitales.
La OMS baraja como muy probable que en los días posteriores los casos de
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afectados por el COVID-19 se van a incrementar, así como el número de fallecidos y
número de países afectados.

La OMS reconoce que están “profundamente preocupados tanto por los alarmantes
niveles de propagación y gravedad, como por los alarmantes niveles de inacción”
(alocución de apertura del Director General de la OMS en rueda de prensa).

Este mismo organismo llama a Tos países para que adopten medídas urgentes y
agresivas.

QUINTO.- A día de hoy hay en España mas de 3.000 contagiados y 84 fallecidos
en España a consecuencia del COVID-19.

En las últimas horas, Andalucía ha pasado de 138 a 152 infectados de coronavirus.
Málaga sigue siendo la provincia más contagiada, con 97 casos. Le sigue Granada con
13, Jaén con 12, Sevilla con 11, Cádiz con 10, Almería con 4, Cordoba con 3, Huelva con
2.

SEXTO.- El día 12 de marzo de 2020 se ha reunido el Consejo de Gobierno de
Andalucía, habiendo acordado adoptar como medidas el cierre de todos los centros
educativos de Andalucía, incluidas las Universidades, así como también el cierre de
museos, instalaciones deportívas, monumentos, teatros y espacios escénicos
dependientes de la Junta de Andalucía, entre otros.

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- El art. 21 de la Ley 31/1998, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales (LPRL en adelante) viene a imponer el empleador una serie de
obligaciones para con los trabajadores llegado el caso de que éstos puedan estar
expuestos a un riesgo grave e inminente.

Las medidas que deben ser adoptadas son las que siguen:
a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la

existencia de dicho riesgo y de las medidas adoptadas o que, en su caso, deban
adoptarse en materia de protección.

b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de
peligro grave, inminente e inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si
fuera necesario, abandonar de inmediato el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá
exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad mientras persista el peligro, salvo
excepción debidamente justificada por razones de seguridad y determinada
reglamentariamente.

c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto
con su superior jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su
seguridad, la de otros trabajadores o la de terceros a la empresa, esté en condiciones,
habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos puestos a su disposición,
de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

Con la adopción de estas medidas lo que se pretende es garantizar una protección
eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo en supuestos en los que las medidas
de prevención han fracasado, o en caso de fuerza mayor.

SEGUNDO.- Para que puedan ser adoptadas Tas medidas descritas en el art. 21.1
LPRL se hace necesario que concurran unas determinadas notas características:

a) Gravedad.
b) Inminencia (de inmediata y segura producción).
Tanto es así que, si el riesgo es grave y no inminente, o bien, si es inminente y no

grave, las medidas que deben adoptarse deben ser otras.
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AEn cuanto al origen del riesgo, este puede provenir tanto de un equipo de trabajo y
del proceso (instalación, herramientas, superficie de trabajo, etc.) como del propio medio
de trabajo donde lo realiza, ya que no es sólo la actividad la que puede generar el riesgo
grave e inminente.

TERCERO.- En orden a resolver la cuestión que nos ocupa, que no es otra que
resolver si concurren las notas características que permitan apreciar que nos
encontramos ante una situación de riesgo grave e inminente, hemos de partir de algunos
de los conceptos a tener en cuenta.

1°. Riesgo grave e inminente.
El art. 4.4° LPRL viene a definir que “riesgo laboral grave e inminente”como “aquel

que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda
suponer un daño grave para la salud de los trabajadores”.

2°. Probabilidad racional.
Este concepto engloba, tanto la probabilidad del accidente (teniendo en cuenta

todos los factores que determinan una probabilidad alta de que se açtualice el accidente),
como la probabilidad de lesión (probabilidad de que una vez que se ha producido el
accidente éste va a producir una lesión, sin entrar en la valoración de su gravedad).

3°. Daño grave.
Debe existir una probabilidad alta de que el accidente se pueda producir y que va a

tener como resultado una lesión, la cual va a ser grave.
4°. Inmediatividad;
El riesgo debe constituir una amenaza temporal para el trabajador expuesto, cuya

materialización se muestra próxima o inmediata, lo que exige la adopción de medidas
inmediatas, como es el caso del abandono del puesto de trabajo.

5°. Plan de emergencia y autoprotección.
Se concibe como un conjunto de acciones programadas para la protección de

personas e instalaciones ante situaciones desencadenantes de posibles accidentes, que
van a ser graves en su mayoría, y que trata de evitar o aminorar las consecuencias.

CUARTO.- Visto lo anterior, no cabe duda de que a día de hoy existe un riesgo
grave e inminente.

De hecho concurren todas las notas características que conforman la definición de
qué se debe entender por riesgo grave e inminente del art. 4.4° LPRL.

Existe una probabilidad racional de que, de seguir desarrollando la actividad
jurisdiccional en este Juzgado de lo Social Uno de Almería, los trabajadores, entendiendo
por tales, este magistrado, Letrado de la Administración de Justicia, Gestores Procesales,
Tramitadores Procesales y Auxilios Judiciales, pueden contraer una enfermedad a
consecuencia de la exposición al coronavirus denominado COVID-19.

Que existe un riesgo inminente de exposición no cabe duda, mas aún cuando la
OMS llama la atención de que se trata de un virus altamente contagioso.

Según informa la OMS el COVID-19 puede propagarse de persona a persona a
través de las gotículas procedentes de la nariz o la boca que salen despedidas cuando
una persona infectada tose o exhala. Estas gotículas caen sobre los objetos y superficies
que rodean a la persona, de modo que otras personas pueden contraer la COVID-19 si
tocan estos objetos o superficies y luego se tocan los ojos, la nariz o la boca. También
pueden contagiarse si inhalan las gotículas que haya esparcido una persona con COVID
19 al toser o exhalar

No cabe duda de que la actividad jurisdiccional conlleva un trato con terceras
personas, así como entre los propios empleados de la Administración de Justicia.

Adía de hoy, no existen, al menos en este Juzgado Social Uno de Almería, medios
materiales que permitan garantizar una distancia mínima entre los empleados y los
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e’.
ciudadanos/profesionales, debiendo recordar que las medidas de higiene no son
respetadas por la amplia variedad de población que suele acudir a los edificios judiciales,
lo que supone un riesgo alto de propagación del virus.

Asimismo, cabe recordar que en la Oficina Judicial se llega a aglutinar un número
importante de particulares y profesionales, con el objeto de realizar consultas, acceder a
expedientes judiciales, otorgar apáderamientos apud acta, celebrar las conciliaciones
judiciales previas al juicio, etc.

Especialmente, los días de celebración de juicios la concurrencia de personas en el
órgano unipersonal hace imposible que se pueda adoptar unas mínimas garantías de
seguridad en aras de prevenir la propagación del virus.

No existen mamparas de protecóión, tampoco se cuenta con productos
higienizantes facilitados por la Consejería de Justicia de la Junta de Andalucía, tampoco
se ha procedido acordar la desinfección del local judicial, incluyendo la sala de vistas y de
conciliaciones, la limpieza sigue siendo la habitual, es decir, algo muy genérico, lo que
supone un grave riesgo de contagio.

En cuanto a la causación de un daño por la exposición del riesgo se aprecia en los
elevados índices de contagios que existe a día de hoy, tal y como se recoge en los
Antecedentes de Hecho, sin olvidar de lo ya reproducido en cuanto a la forma de
propagación, y es que basta con estar en contacto con las gotículas que haya esparcido
una persona con COVID-19 al toser o exhalar para contagiarse.

El daño que el contagio puede causar va a ser grave.
Al pertenecer el COVID-19 a la familia de los coronavirus, es por lo que causa

infecciones respiratorias• que pueden ir desde el resfriado común hasta enfermedades
más graves como el síndrome respiratorio de Oriente Medio (MERS) y el síndrome
respiratorio agudo severo (SRAS).

En relación a la gravedad de la enfermedad, la OMS nos dice que la mayorí~ de las
personas (alrededor del 80%) se recupera de la enfermedad sin necesidad de realizar
ningún tratamiento especial. Alrededor de 1 de cada 6 personas que contraen la COVID
19 desarrolla una enfermedad grave y tiene dificultad para respirar Las pórsonas mayores
y las que padecen afecciones médicas subyacentes, como hipertensión arterial,
problemas cardiacos o diabetes, tienen más probabilidades de desarrollar una
enfermedad grave. En torno al 2% de las personas que han contraído la enfermedad han
muerto.

Finalmente, en cuanto a la inmediatez, visto las cifras expuestas, no cabe duda de
que el riesgo de contagio es inminente, en cuanto que el número de casos de personas
infectadas por el COVID-19 en España va creciendo considerablemente, hasta tal punto
de que se habla de pandemia, recomendando la OMS a España la adopción de medidas
drásticas.

El Gobierno de la Nación recomienda no salir de casa salvo casos excepcionales
que lo justifique, y en la misma línea se ha pronunciado en la tarde de ayer el Ejecutivo
andaluz.

En Almería ya hay, al menos 10 casos, y en las provincias limítrofes el número es
mayor, lo que significa que el riesgo de contagio es muy alto a día d~ hoy.

Por otro lado, en cuanto al Plan de Emergencias, este magistrado desconoce si se
ha adoptado medidas en la Administración de Justicia, tan solo a nivel educativo, siendo
que por acuerdo gubernativo se ha acordado restringir el acceso a la Ciudad de la Justicia
de Almería y se interesa de la Consejería de Justicia de Andalucía que se proceda a la
inmediata desinfección de todas las instalaciones judiciales.

Medidas estas que pueden servir para frenar el contagio, pero que no resultan
suficientes a la vista de las medidas adoptadas por otros países para frenar la pandemia.

A modo de ejemplo, basta ilustrar que Italia hace dos semanas estaba igual que
ahora está España, y una de las medidas adoptadas fue la inmediata paralización de la



~ctividad judicial, lo que tan siquiera en España se ha acordado, por lo que urge la
adopción de medidas preventivas a título particular, lo que lleva a este Titular a dictar la
presente resolución judicial.

QUINTO.- De acuerdo con lo razonado en el fundamento jurídico previo alcanza la
conclusión este magistrado que concurren todos los presupuestos exigidos por el art. 21.1
LPRL para la implementación de las medidas que el propio precepto contempla, entre las
que cabe señalar la de interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de
inmediato el lugar de trabajo en caso de peligro grave, inminente e inevitable.

Ahora bien, si se observa el contenido de la Instrucción aprobada por la Comisión
Permanente del CGPJ de 11 de marzo de 2020, se puede comprobar que no se
contempla esta medida de forma expresa, sino tan solo la posibilidad de que los órganos
judiciales incluidos en el escenario 2 puedan acordar la suspensión de los plazos
procesales y de las actuaciones procesales por razones sanitarias.

En primer lugar, surge la cuestión relativa a qué órganos judiciales pueden estar
incluidos en el escenario 2, cuando el COVID-19 se ha expandido por todo el territorio
nacional.

La segunda cuestión abarca lo relativo a determinar si la suspensión de las
actuaciones judiciales sirve para evitar el contagio con las consecuencias anteriormente
descritas.

Este magistrado entiende que, estas medidas no son suficientes para afrontar la
realidad de la situación, siendo que en juego está la integridad física de las personas, que
se garantiza en el art. 15 CE y que se equipara a la vida.

Recordemos que el hecho de que el Constituyente haya contemplado el derecho a
la vida y a la integridad física y moral en el primer precepto de la Sección la, Capítulo 2°,
Título 1, CE, quiere decir que nos encontramos ante un derecho fundamental mas
reforzado de protección que cualquier otro, incluso el derecho a la tutela judicial efectiva
que se consagra en el art. 24 CE.

Es por ello que, ala vista de la doctrina constitucional en lo referente a la protección
de los derechos fundamentales, debe prevalecer la integridad física y el derecho a la vida
frente al derecho a la tutela judicial efectiva, mas aún cuando reiteradamente el TC ha
entendido que los derechos fundamentales no son derechos absolutos, por consiguiente
pueden sufrir restricciones cuando concurra razones de orden público o interés general,
como resulta en el caso que nos ocupa en este momento.

Por tanto, en cuanto que por parte del CGPJ, Ministerio de Justicia y Consejería de
Justicia de la Junta de Andalucía, siendo estos tres organismos públicos los garantes de
la seguridad y la salud de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos
relacionados con el trabajo, tal y como prescribe el art. 14.2 LPRL, no habiendo adoptado
a mi juicio, las medidas necesarias para salvaguardar el derecho a la vida (art. 24 CE), a
la integridad física (art. 15 CE y art. 4.1.d) ET), derecho a la salud (art. 43.2 CE),
seguridad en el trabajo (art. 19.1 ET y art.14.l LPRL), es por lo que resulta del todo
razonable garantizar el derecho de las personas que prestan servicios en el Juzgado
Social Uno de Almería a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso
necesario, cuando considere que dicha actividad entraña un riesgo grave e inminente
para su vida o su salud.

Todo ello de conformidad con el art. 14.2 LPRL.
Ello se entenderá sin perjuicio de que los representantes legales de los

funcionarios y del LAJ puedan acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de
la actividad de los trabajadores afectados por dicho riesgo, debiendo comunicar de
inmediato a la empresa y a la autoridad laboral el acuerdo adoptado en este sentido, de
conformidad con lo prescrito en el art. 14.3 LPRL.

Asimismo, las personas trabajadoras que, prestando servicios en este órgano
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e.
judicial, decidan ejercer el derecho garantizado en el art. 14.2 LPRL, no podrán sufrir
perjuicio alguno derivado de la adopción de las medidas a que se refieren los apartados
anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido negligencia grave.

Con ocasión de la interpretación del art. 21.2 LPRL, viene a razonar la STSJ País
Vasco de 16 de diciembre de 2014, rec. N° 2432/2014, FJ 40, último párrafo, que nos
encontramos ante uno de los “escasos supuestos en que nuestro ordenamiento jurídico
faculta al trabajador para actuar por propia iniciativa en protección de un derecho suyo, de
tal forma que también él, individualmente, tiene derecho a dejar de trabajar y abandonar el
lugar de trabajo si considera que está expuesto a un riesgo grave e inminente para su
vida o su salud. Lo importante no es que exista tal tipo de riesgo, sino que él crea que se
da, bastando con que su apreciación sea de buena fe y no constituya una grave
negligencia. En tal caso, su cese en el trabajo no le genera merma en su derecho al
salario”.

SEXTO.- Una vez constatado que existe un riesgo grave e inminente que abarca la
alta probabilidad de contagio por el COVID-19 de seguir prestando servicios en el
Juzgado, así como de desencadenar una enfermedad que puede producir graves efectos
adversos para la salud, lesionando la integridad física de las personas, incluso puede
conducir hasta el fallecimiento, especialmente con personas con diabetes, enfermedades
coronarias y respiratorias, resulta evidente que concurre justa causa para acordar la
suspensión de las vistas orales, así como para interrumpir la actividad jurisdiccional hasta
que la propagación del coronavirus se controle y se reduzca la existencia de ese riesgo
grave e inminente que resulta mas que probado.

Para ello hemos de estar a los siguientes preceptos procesales:
a) Art. 183.1 LEC “Si a cualquiera de los que hubieren de acudir a una vista le

resultare imposible asistir a ella en el día señalado, por causa de fuerza mayor u otro
motivo de análoga entidad, lo manifestará de inmediato al Tribunal, acreditando
cumplidamente la causa o motivo y solicitando señalamiento de nueva vista o resolución
que atienda a la situación”.

b)Art. 188.1.7° LEC contempla como causa de suspensión de la celebración de las
vistas en el día señalado por resultar procedente tal suspensión de acuerdo con lo
dispuesto por la Ley.

c) Art. 83.1 LRJS “Sólo a petición de ambas partes o por motivos justificados,
acreditados ante el secretario judicial, podrá éste suspender, por una sola vez, los actos
de conciliación y juicio”.

Cabe plantearse ahora si existe o no motivo para acordar la suspensión de los
señalamientos, así como la paralización de los procedimientos judiciales.

Esta posibilidad ya se contempla en la instrucción de la Comisión Permanente del
CGPJ del pasado 11 de marzo de 2020, lo que queda condicionada su efectividad a la
autorización por parte del Presidente del TSJ en cuya comunidad autónoma se encuentre
el órgano judicial que interesa la suspensión y la interrupción de la actividad jurisdiccional
y posterior ratificación por la Comisión Permanente del CGPJ.

Sin embargo, este magistrado entiende que concurren circunstancias urgentes que
motivan la inmediata resolución judicial por la que se acuerda, no solo la suspensión de
los señalamientos (juicios e incidentes), sino también la paralización de cada uno de los
procedimiento judiciales.

Esta decisión viene amparada por razones de fuerza mayor
El art. 1105 CC define la fuerza mayor como la generación de una circunstancia

imprevisible o inevitable, que supone la alteración de una obligación.
La situación provocada por la rápida expansión del COVID-19 es una circunstancia

imprevisible, y aún habiéndolo sido, era mas que inevitable.
Téngase en cuenta que este coronavirus nace en China a principios del mes de



e”nero de 2020 y en poco mas de dos meses se ha expandido por todo el mundo,
habiendo obligado a la OMS declarar la existencia de una pandemia, siendo que España
es uno de los países mas afectados junto con China, Italia, Irán y Francia.

La STS, Sala Civil, 21 de marzo de 2013, rec. N° 46/2010, define la fuerza mayor
como un ‘hecho jurídico que dimana de la naturaleza, o de una persona que actúa
imponiendo la fuerza o violencia para impedir el desarrollo natural de los
acontecimientos”.

Por todo lo expuesto hasta ahora, sin perjuicio de cualquier otra circunstancia no
descrita y que constituye un hecho notorio o de absoluta notoriedad, no cabe la menor
duda de que concurre esa circunstancia de fuerza mayor que lleva a decretar la
paralización de la actividad jurisdiccional, sin que proceda hacer señalamiento alguno de
las vistas orales que se puedan ver afectadas por la suspensión hasta que no cese la
situación de riesgo que existe, lo cual tiene perfecta cabida en el art. 189 LEC, según el
cual “en caso de suspensión de la vista el Letrado de la Administración de Justicia hará el
nuevo señalamiento al acordarse la suspensión y, si no fuere posible, tan pronto como
desaparezca el motivo que la ocasionó”.

PARTE DISPOSITIVA

Se acuerda por razones sanitarias y por existir un riesgo grave e inminente:
1°. La suspensión de los plazos procesales.
2°. La suspensión de las actuaciones procesales ya acordadas.
3°. Instar al CGPJ, Ministerio de Justicia y a la Consejería de Justicia de la Junta de

Andalucía adoptar las medidas descritas en el art. 21.1. LPRL.
4°. Garantizar el derecho de las personas que prestan servicios en el Juzgado

Social Uno de Almería que se contempla en el art. 14.2 LPRL, conservando el derecho a
seguir percibiendo sus retribuciones mientras dure la situación de emergencia sanitaria
decretada en España.

5°. Instar a la Consejería de Justicia de la Junta de Andalucía para que, de manera
inmediata proceda a realizar los trabajos de desinfección de las instalaciones judiciales,
así como a que ponga a disposición de este Juzgado de lo Social Uno de Almería todas
las herramientas y productos de higiene que permitan prevenir el contagio, así como
guantes, mascarillas de protección eficaz contra enfermedades contagiosas.

6°. Adherirse al acuerdo gubernativo dictado por el Magistrado-Juez Decano del
Partido Judicial de Almería de fecha 12 de marzo de 2020, consistente, en lo que infiere a
este Juzgado Social Uno de Almería, a restringir el acceso a la oficina judicial, salvo
citación expresa o para acudir a la celebración de una vista oral de las declaradas
urgentes por acuerdo de Junta de Jueces del Partido Judicial de Almería de 12 de marzo
de 2020 que se reproduce en el Antecedente de Hecho Segundo de la presente
resolución judicial.

7°. Dar traslado de esta resolución al Magistrado-Juez Decano de Almería;
Comisión Permanente del CGPJ; Ministerio de Justicia; Sala de Gobierno del TSJ de
Andalucía, sede Granada; y Consejería de Justicia de la Junta de Andalucía.

Notifíquese la presente resolución a las partes. Esta resolución no es firme y contra
la misma cabe interponer RECURSO de REPOSICION en el plazo de TRES días a contar
desde la fecha de notificación, mediante escrito que se ha de presentar en este Juzgado
de conformidad con el art. 187 Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, debiendo
presentar resguardo acreditativo de haber consignado la cantidad de 25 euros en la
cuenta y consignaciones de la que es titular este Juzgado en la entidad financiera
BANESTO (Disposición Adicional 1 5~4a LOPJ).



Así lo acuerda, manda y firma D. DIEGO ZAFRA MATA, Magistrado-Juez de este
Juzgado y de su partido.
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